CURSO DADO A LAS RECOMENDACIONES DEL COMITE Y DEL
CONSEJO DE ADMINISTRACION
CASO 1916 - COLOMBIA

	CASO 
	PAIS 
	INF CLS 
	REFS 
	FECHA 
	CURSO DADO

	1916
	COL
	310
	Vol. LXXXI, 1998, Serie B, núm. 2
	Jun. 
1998
	67. El Comité ruega al Gobierno que le mantengan informado del desarrollo de los respectivos asuntos. El Comité espera que el Gobierno comunicará las informaciones solicitadas en fecha próxima. 

	1916
	COL
	311
	Vol. LXXXI, 1998, Serie B, núm.3
	Nov.
1998
	96. El Comité ruega a estos gobiernos que le mantengan informado del desarrollo de los respectivos asuntos. El Comité espera que estos gobiernos comunicarán las informaciones solicitadas en fecha próxima. 

	1916
	COL
	313
	Vol. LXXXII, 1999, Serie B, núm. 1
	Mar. 
1999
	19. En el último examen del caso, el Comité había urgido al Gobierno a que tomara todas las medidas necesarias para reintegrar en sus puestos de trabajo a los dirigentes, sindicalistas y trabajadores que fueron despedidos por haber organizado una huelga en 1993 en la «Empresas Varias Municipales de Medellín» (concretamente en el sector de recolección de basura) y, si ello no fuera posible, que se les indemnizara de manera completa. El Comité había pedido también que la calificación de las huelgas (declaración de ilegalidad) fuera realizada por un órgano independiente y no por la autoridad administrativa, y que se modificaran las disposiciones del Código Sustantivo de Trabajo que prohibe la huelga en una amplia gama de servicios que no pueden ser considerados esenciales en el sentido estricto del término [véase 309.º informe, párrafo 105].

20. En sus comunicaciones de 10 de noviembre de 1998 y 15 de enero de 1999, el Gobierno envía copia de una sentencia de la Corte Suprema de Justicia de 9 de marzo de 1998 en la que se indica que en junio de 1993 se produjo el reingreso del «grueso de los trabajadores a las labores» y que los cuatro trabajadores demandantes persistieron en el cese de actividades una vez que había sido declarado ilegal. De este modo no les corresponde la indemnización por despido injusto. El Gobierno añade que frente a las decisiones judiciales el Gobierno de Colombia, igual que el de cualquier otro país organizado como Estado de Derecho, no tiene y no puede tener otra conducta que la de acatamiento, respeto y obediencia, basado en la división de poderes. En consecuencia, los trabajadores que ahora acuden ante ese organismo internacional, tuvieron todos las acciones y recursos que garantizaron el ejercicio de su derecho de defensa, e hicieron uso de ellos. Las decisiones judiciales que obtuvieron, a pesar de serles adversas, hacen tránsito a cosa juzgada y deben ser respetadas por todos.

21. Por otra parte, el Gobierno declara que el caso se formula sobre un cese de actividades, que es un concepto diferente al legal y constitucional de huelga. Así quedó expresamente señalado por quienes formulan la queja al indicar que: «En asamblea general del 7 de febrero de 1993 acordaron declararse en sesión permanente»; es decir, que nunca optaron por votar la huelga. Debe destacarse que los trabajadores jamás votaron la huelga, sino que hicieron uso de una figura sui-generis, denominada por el sindicato «asamblea permanente», que en la práctica es un cese ilegal de actividades y que afectaba la recolección de basuras en la segunda ciudad en importancia del país. Ahora bien, el artículo 56 de la Constitución Política de Colombia, garantiza el derecho de huelga, salvo en los servicios públicos esenciales. El legislador procedió a desarrollar el precepto constitucional mencionado y precisó las actividades constitutivas del servicio público esencial, para garantizar en plenitud el ejercicio del derecho de huelga en aquellas labores que no tienen esa característica. Aunque actualmente existen leyes que expresamente califican servicios públicos como esenciales (v.g. ley núm. 142 de 1994 sobre servicios públicos domiciliarios, entre los cuales se encuentra el aseo), en la época en la que se profirió la resolución núm. 00414 de 18 de febrero de 1993, estaban vigentes las normas en ella invocadas, pues no se había desarrollado el precepto contenido en la Constitución Política de 1991 y se hace incuestionable su legalidad. Así lo declaró el Consejo de Estado en sentencia de 26 de octubre de 1994.

22. El Gobierno declara que partiendo de la existencia de un control judicial del procedimiento administrativo de declaratoria de ilegalidad (véase letra e)), dentro del cual se profiere un fallo por la cabeza máxima de la jurisdicción contenciosa administrativa, el Consejo de Estado, que debe ser respetado por los interesados y el propio Gobierno, conviene precisar lo siguiente: el proceso que antecede la resolución de declaratoria de ilegalidad no es arbitrario. Consiste en lo siguiente: a) el único competente para constatar un cese o huelga es el inspector de trabajo quien consigna en un acta los hechos que se percibieron en el lugar de trabajo, solicitando la presencia de los representantes del empleador y de los trabajadores, para que intervengan dentro de la diligencia administrativa. Pero si alguna de las partes no desea hacer uso de sus derechos, no puede por ese motivo detenerse un procedimiento administrativo; b) la evaluación del hecho compete a la Subdirección Técnica de Asuntos Colectivos, que elabora un proyecto de resolución, para la firma del Ministro; c) la decisión es exclusiva del Ministro, previo análisis de la Oficina Jurídica (oficina asesora del Despacho); d) el acto administrativo tiene recurso de reposición; e) el acto administrativo proferido por el Ministro que declara la ilegalidad de la huelga o del cese de actividades puede ser impugnado ante la autoridad jurisdiccional. Este control garantiza a los interesados contra el eventual abuso de poder del Ministro y contra la posible ilegalidad de su decisión, y tiene en la organización jurídica colombiana el mismo efecto, que tendría la sugerencia del Comité de Libertad Sindical de que la adopción misma de las decisiones se confíe a los jueces en lugar del poder administrativo. La opción del ordenamiento jurídico nacional toma en consideración la necesidad de que en la materia se produzcan decisiones ágiles que puedan cumplir el propósito de instrumentos disuasivos y de convicción a fin de conseguir que el grupo de trabajadores que eventualmente está violando el ordenamiento jurídico ponga fin oportunamente a su conducta, lo que indica como titular de esa tarea a las autoridades administrativas, sin que sus decisiones estén a cubierto de la crítica que merezcan desde el punto de vista del ordenamiento jurídico mismo, para lo cual los trabajadores disponen de la vía judicial.

23. El Gobierno señala que una vez declarada la ilegalidad de un cese, el empleador está facultado para despedir a los trabajadores involucrados, teniendo en cuenta el grado de participación, y la decisión que éste tome puede ser impugnada ante los jueces del trabajo, que pueden ordenar el reintegro del trabajador despedido injusta o ilegalmente.

24. En cuanto a la calificación de los servicios públicos esenciales, en los cuales la Constitución colombiana prohibe el ejercicio del derecho de huelga (artículo 56), no comparte el Gobierno la preocupación del Comité de Libertad Sindical sobre «amplia gama de servicios» en los que se limita la huelga. Según el derecho interno, son esenciales sólo aquellos servicios públicos que han sido calificados expresamente por el legislador como tales, y siempre que tengan ese carácter, pues se reserva la Corte Constitucional un «control material sobre la decisión legislativa a fin de determinar si la actividad es o no un servicio público esencial» (sentencia C-472 de 27 de octubre de 1994). Según la sentencia antes citada, «el carácter esencial de un servicio público se predica, cuando las actividades que lo conforman contribuyen de modo directo a la protección de bienes o a la satisfacción de intereses o a la realización de valores, ligado con el respeto, vigilancia, ejercicio y efectividad de los derechos y libertades fundamentales». El criterio de la Corte Constitucional coincide con el de la Comisión de Expertos, expresado en el Estudio general de 1983 (párrafos 213 y 214), según el cual «sólo pueden considerarse servicios públicos esenciales aquellos cuya interrupción podría poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de las personas en toda o parte de la población».

25. Las actividades que el legislador ha calificado como servicios públicos esenciales son las que obedecen a las circunstancias particulares de la realidad colombiana y no existe, como quedó expresado, discrecionalidad alguna para su definición. En los casos en los que, por tratarse de servicios públicos esenciales, está constitucionalmente prohibido el derecho de huelga se prevé, como garantía compensatoria, la solución arbitral del conflicto. Por lo expuesto, la normatividad interna está acorde con las interpretaciones de la Comisión de Expertos sobre los derechos de asociación y de negociación contenidos en los Convenios núms. 87 y 98 de la OIT.

26. El Comité toma nota de que la Corte Suprema de Justicia no otorgó el reintegro ni una indemnización por despido injusto a cuatro demandantes que habían participado y persistido en el cese de actividades (objeto de la queja correspondiente al caso núm. 1916) que había sido declarado ilegal. El Comité observa que la decisión de la Corte Suprema de Justicia se funda en la legislación vigente que faculta al Ministro de Trabajo a declarar la ilegalidad de la huelga o cese de actividades y que la declaración de ilegalidad de la huelga objeto del presente caso se basa en la prohibición de la huelga en los servicios públicos y concretamente los de higiene y aseo de las poblaciones (artículo 430 del Código Sustantivo de Trabajo). A este respecto, el Comité observa que, según la documentación que obra en su poder, el cese de actividades empezó el 7 de febrero de 1993 y la declaración de ilegalidad intervino el 18 de febrero. El Comité no excluye pues que la interrupción del servicio de recolección de basura durante 11 días haya podido poner en peligro la salud de la población, y que ello haya podido dar lugar a ciertas sanciones. Aunque, como afirma el Gobierno, el cese de actividades objeto del presente caso no se haya producido tras la votación de una huelga, el Comité recuerda que la declaración de ilegalidad de la huelga no debería corresponder al Gobierno sino a un órgano independiente de las partes y que cuente con su confianza [véase Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical, cuarta edición, 1996, párrafo 522], así como que la legislación impone la prohibición de la huelga en una gama muy importante de servicios que no son necesariamente esenciales [véase 309.º informe, párrafo 101]. En estas condiciones, el Comité señala estos aspectos legislativos del caso a la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones, que desde hace numerosos años viene criticando las disposiciones de la legislación en lo que respecta a la huelga.

	1916
	COL
	337
	Vol. LXXXVIII, 2005, Série B, No. 2
	Jun
2005
	180. Finalmente, en cuanto a los casos siguientes, el Comité pide a los gobiernos interesados que le mantengan informado, a la mayor brevedad, del desarrollo de los respectivos asuntos:



Caso
 




Último examen en cuanto
al fondo




Último examen sobre el 
seguimiento dado


1937 (Zimbabwe)

Marzo de 1998

Marzo de 2005

1965 (Panamá)

Marzo de 2001

Marzo de 2005

1970 (Guatemala)

Noviembre de 2000

Marzo de 2005

1991 (Japón)

Noviembre de 2000

Junio de 2004

1996 (Uganda)

Junio de 1999

Marzo de 2005

2027 (Zimbabwe)

Marzo de 2000

Marzo de 2005

2046 (Colombia)

Marzo de 2005

–

2047 (Bulgaria)

Marzo de 2000

Marzo de 2005

2084 (Costa Rica)

Marzo de 2001

Marzo de 2005

2086 (Paraguay)

Junio de 2002

Noviembre de 2003

2087 (Uruguay)

Marzo de 2005

–

2104 (Costa Rica)

Marzo de 2002

Marzo de 2005

2114 (Japón)

Junio de 2002

Noviembre de 2002

2126 (Turquía)

Marzo de 2002

Junio de 2004

2132 (Madagascar)

Junio de 2003

Noviembre de 2004

2133 (Ex República Yugoslava de Macedonia)

Noviembre de 2002

Noviembre de 2004

2141 (Chile)

Marzo de 2002

Marzo de 2005

2146 (Serbia y Montenegro)

Marzo de 2002

Noviembre de 2004

2148 (Togo)

Marzo de 2002

Marzo de 2005

2156 (Brasil)

Marzo de 2002

Noviembre de 2004

2160 (Venezuela)

Junio de 2002

Marzo de 2005

2166 (Canadá)

Marzo de 2003

Marzo de 2004

2173 (Canadá)

Marzo de 2003

Marzo de 2004

2175 (Marruecos)

Noviembre de 2002

Noviembre de 2004

2180 (Canadá)

Marzo de 2003

Marzo de 2004

2187 (Guyana)

Noviembre de 2003

Noviembre de 2004

2192 (Togo)

Marzo de 2003

Marzo de 2005

2199 (Federación 
de Rusia)

Junio de 2003

Junio de 2004

2200 (Turquía)

Junio de 2004

–

2214 (El Salvador)

Marzo de 2005

–

2226 (Colombia)

Noviembre de 2004

–

2227 (Estados Unidos)

Noviembre de 2003

Noviembre de 2004

2233 (Francia)

Noviembre de 2003

Marzo de 2005

2236 (Indonesia)

Noviembre de 2004

Marzo de 2005

2242 (Pakistán)

Noviembre de 2003

–

2253 (China, Región Administrativa 
Especial de Hong Kong)

Junio de 2004

–

2255 (Sri Lanka)

Noviembre de 2003

Marzo de 2005

2257 (Canadá)

Noviembre de 2004

–

2266 (Lituania)

Junio de 2004

Noviembre de 2004

2271 (Uruguay)

Junio de 2004

Marzo de 2005

2272 (Costa Rica)

Marzo de 2004

Marzo de 2005

2273 (Pakistán)

Noviembre de 2004

–

2276 (Burundi)

Noviembre de 2004

–

2280 (Uruguay)

Junio de 2004

–

2285 (Perú)

Noviembre de 2004

–

2288 (Níger)

Marzo de 2004

Marzo de 2005

2303 (Turquía)

Noviembre de 2004

–

2304 (Japón)

Noviembre de 2004

–

2316 (Fiji)

Junio de 2004

Marzo de 2005

2324 (Canadá)

Marzo de 2005

–

2328 (Zimbabwe)

Marzo de 2004

Marzo de 2005

2336 (Indonesia)

Marzo de 2005

–

2338 (México)

Marzo de 2005

–

2340 (Nepal)

Marzo de 2005

–

2344 (Argentina)

Marzo de 2005

–

2347 (México)

Marzo de 2005

–

2381 (Lituania)

Marzo de 2005

–

2383 (Reino Unido)

Marzo de 2005

–

181. El Comité espera que los gobiernos interesados enviarán sin demora la información solicitada.

182. Además, el Comité recibió informaciones relativas al seguimiento de los casos núms. 1890 (India), 1916 (Colombia), 2038 (Ucrania), 2109 (Marruecos), 2139 (Japón), 2141 (Chile), 2151 (Colombia), 2153 (Argelia), 2158 (India), 2164 (Marruecos), 2172 (Chile), 2186 (China, Región Administrativa Especial de Hong Kong), 2228 (India), 2234 (México), 2237 (Colombia), 2239 (Colombia), 2252 (Filipinas) 2256, (Argentina), 2274 (Nicaragua), 2281 (Mauricio), 2283 (Argentina) y 2304 (Japón) y los examinará en su próxima reunión.

	1916
	COL
	338
	Vol. 
LXXXVIII, 2005, Serie B, núm. 3
	Nov.
2005
	87. El Comité examino este caso, relativo al despido de dirigentes sindicales y trabajadores por haber organizado una huelga en 1993 en las Empresas Varias Municipales de Medellín, en dos ocasiones [véanse 309.º informe, párrafos 92 a 105 y 313.er informe párrafos 19 a 26]. El Comité había urgido al Gobierno a que tomara todas las medidas necesarias para reintegrar en sus puestos de trabajo a los dirigentes, sindicalistas y trabajadores que fueron despedidos por haber organizado una huelga en 1993 en las «Empresas Varias Municipales de Medellín» (concretamente en el sector de recolección de basura) y, si ello no fuera posible, que se les indemnizara de manera completa. El Comité había pedido también que la calificación de las huelgas (declaración de ilegalidad) fuera realizada por un órgano independiente y no por la autoridad administrativa, y que se modificaran las disposiciones del Código Sustantivo de Trabajo que prohíbe la huelga en una amplia gama de servicios que no pueden ser considerados esenciales en el sentido estricto del término.

88. Por comunicación de junio de 2004, la organización querellante manifiesta que las Empresas Varias Municipales de Medellín cumplen parcialmente lo ordenado por el Comité de Libertad Sindical y la sentencia de la Corte Constitucional. A este respecto, la organización querellante señala que: 161 trabajadores fueron efectivamente reintegrados a partir del 27 de diciembre de 1999; 7 fallecieron durante el tiempo de transcurrido entre la fecha de despido y la fecha en que se hizo efectivo el reintegro a la entidad; 5 fueron jubilados por la empresa durante el tiempo transcurrido entre el despido y la fecha de reintegro; 2 renunciaron de manera expresa y voluntaria a ser reintegrados; 1 fue reintegrado a la empresa por decisión judicial el 13 de mayo de 1997, y 29 trabajadores no fueron reintegrados a la empresa con el argumento de que sus cargos pertenecían a la gerencia de servicios agropecuarios y ésta ya no correspondía al objeto social de la empresa.

89. Por comunicación de 15 de abril de 2005, el Gobierno señala que la sentencia de tutela núm. 568 de 1999, proferida por la Corte Constitucional, ordena en su parte resolutiva en el numeral segundo lo siguiente: «ordenar a las Empresas Varias de Medellín E.P.S. que proceda, dentro de los tres (3) meses siguientes a la notificación de este fallo de revisión, a reintegrar a los 209 trabajadores despedidos por los hechos que originaron esta acción y a, reconocer los salarios y prestaciones que dejaron de percibir, entendiéndose para todos los efectos que no ha habido solución de continuidad en su relación laboral con esa empresa. En caso de resultar imposible reintegrar alguno de ellos, previa la calificación de esa imposibilidad por el Tribunal Administrativo de Antioquía, esa corporación determinará esa indemnización que las Empresas Varias de Medellín, deberá pagar a quienes no asuman de nuevo sus puestos por esta causa». Afirma el Gobierno que la empresa dio cumplimiento a la citada sentencia de tutela. Con relación al caso particular de los 29 trabajadores que pertenecían al servicio agropecuario, procedió a indemnizarlos; actuación que es válida teniendo en cuenta que el reconocimiento de indemnización se encontraba plenamente establecido en la parte resolutiva de la sentencia en comento. La organización sindical presentó dos incidentes de desacato que al ser resueltos determinaron que la empresa no incumplió decisión judicial alguna. El hecho de no reintegrar a los trabajadores que prestaban servicios agropecuarios constituía una imposibilidad física y jurídica ya que conforme a la ley núm. 142, el Consejo del Municipio de Medellín, mediante acuerdo núm. 0198 de 1998, transformó las Empresas Varias en una Empresa Industrial y Comercial del Estado del orden municipal con el objeto exclusivo de prestar el servicio público domiciliario de aseo y sus actividades complementarias, dejando por fuera en cumplimiento de la ley la actividad del servicio agropecuario.

90. El Comité toma nota de estas informaciones. 


